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DERECHO A LA SALUD / PRESTACIÓN DE LOS SERVICIOS MÉDICOS EN CENTRO PENITENCIARIO. “[L]a obligación de la USPEC de “asegurar la provisión del servicio de atención integral en salud a la PPL” no se agota con la firma del contrato fiduciario con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015, pues si bien este último es el encargado de contratar a los prestadores de servicios de salud para la PPL, la USPEC no pierde la condición de principal obligada de velar por la prestación integral y oportuna de salud a la población privada de la libertad. Esa es la razón por la que conserva la facultad de supervisar que el agente fiduciario esté cumpliendo sus obligaciones, tal como lo concluyó la Corte Constitucional en la Sentencia T- 127 de 2016 (…) Por lo anterior, le asistió razón al A quo al dirigir la orden, entre otros, a la USPEC,  por cuanto esta Unidad está encargada de realizar las acciones necesarias para que el señor Yohan Orlando García Ramírez reciba el servicio de salud que requiere, lo que encuentra su fundamento en la facultad y obligación de supervisar el cumplimiento del encargo fiduciario celebrado con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015. (…) Finalmente resulta necesario señalar que el retardo injustificado por parte de las entidades accionadas para suministrar el tratamiento requerido por el señor Yohan Orlando García Ramírez fue lo que motivó la interposición de la presente acción de tutela, y al respecto la Corte Constitucional ha indicado que las entidades no se encuentran facultadas para someter a la persona a un término indefinido en su atención, toda vez, que este hecho vulnera la vida digna de los usuarios al someterlos a una incertidumbre en cuanto a la mejoría de su padecimiento y a la posible complicación de los síntomas de su enfermedad. Ello en consideración a que “… la dilación injustificada podría agravar el padecimiento y, eventualmente, llevar la enfermedad a límites inmanejables donde la recuperación podría resultar más gravosa o incierta, comprometiendo la integridad personal e, incluso, la vida del afectado. En consecuencia, es obligación de la entidad prestadora del servicio, adelantar las gestiones en el menor tiempo posible para que el usuario no padezca el rigor de su mal, más allá de lo estrictamente imprescindible…”. El hecho de que las entidades encargadas tanto de la autorización del servicio como de garantizar su prestación efectiva no le den al usuario información precisa referente a la fecha en la que se prestará efectivamente determinado servicio, deja al interesado en una incertidumbre que no está obligado a soportar. Por lo anterior, esta Sala confirmará en su totalidad el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado.”.
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ASUNTO                                       
Se pronuncia la Sala en torno a la impugnación interpuesta por la UNIDAD DE SERVICIOS PENITENCIARIOS Y CARCELARIOS –USPEC-, entidad accionada dentro del presente asunto, contra el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira, Risaralda, el 16 de diciembre de 2016, por medio del cual resolvió tutelar los derechos fundamentales del señor Yohan Orlando García Ramírez. 
ANTECEDENTES

Los hechos narrados por la señora Lina Marcela Vélez Flórez, como agente oficiosa del señor Yohan Orlando García Ramírez, se pueden sintetizar así: 

· El señor García Ramírez se encuentra recluido en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de esta ciudad. 
· padece de gastritis crónica, motivo por el cual el médico tratante de la institución penitenciaria ordenó la realización de un “esofagogastroduodenoscopia diagnóstica o exploratoria sin biopsia”, procedimiento que fue autorizado para que fuera practicado en el Hospital San Jorge. Sin embargo, la IPS referida no ha ejecutado el examen formulado ya que no tiene un convenio con el INPEC o con el Fondo Fiduciario Nacional de Salud. 
· El señor Yohan Orlando ha tenido que ser trasladado a la sección de urgencias ante el intenso malestar que presenta en su parte abdominal. 
· La orden médica fue expedida en el mes de junio de 2016 y desde ese momento han estado a la expectativa de la ejecución del procedimiento. Le habían programado una cita para el domingo 27 de noviembre de 2016, pero la misma fue cancelada un día antes por parte del Hospital. 
· Su vida depende de la realización del examen formulado, pues así se podrá establecer el origen del dolor que presenta en su abdomen. 
TRÁMITE DE PRIMERA INSTANCIA 

1. Admisión:  

El Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira, Risaralda, avocó el conocimiento de la actuación el día 5 de diciembre de 2016 y corrió traslado a la Fiduprevisora – Fiduconsorcio Fondo Nacional de Salud PPL – y al Hospital Universitario San Jorge de esta ciudad; igualmente dispuso oficiosamente dentro del mismo auto la vinculación del Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Mediana Seguridad de Pereira y al INPEC Regional Viejo Caldas. 

A través de auto del 12 de diciembre de 2016, el juzgado de conocimiento vinculó a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios UPSEC. 
2. Respuesta de las accionadas:
Dirección Regional Viejo Caldas: Señaló la norma que creó el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, el cual es administrado por la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios USPEC mediante el contrato de fiducia mercantil No.363-2015 suscrito con el Consorcio Fondo de Atención en salud  PPL 2015. De tal manera, que en la actualidad se está implementando el nuevo esquema de salud para las personas privadas de la libertad, ya que la EPSS CAPRECOM se encuentra en proceso de liquidación y no presta los servicios a la población.
Por lo tanto, corresponde a la USPEC prestar el servicio en salud al personal recluido, y a las autoridades penitenciarias desplegar todas las acciones administrativas para que los internos sean trasladados en hora y fecha indicada por la EPS para que les sea prestada la atención integral en salud.

Explicó que se encuentran a la espera de directrices por parte de la Dirección General del INPEC en relación a la atención en salud del personal de los internos con el fin de continuar adelantando e implementando los distintos protocolos y órdenes de la decretada emergencia carcelaria.

Adujo que el actor no dio a conocer a esa entidad la situación por la que estaba atravesando. 

Fiduprevisora: Informó que el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad es una cuenta especial de la nación creada en virtud de lo establecido en la Ley 1709 de 2014, por lo tanto, la USPEC suscribió un contrato con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015 integrado por la Fiduprevisora y la Fiduagraria.
Señaló que el Manual Técnico Administrativo para la prestación del servicio de salud a la población privada de la libertad a cargo del INPEC y publicado por la USPEC, determina las funciones de cada participante dentro de la guía de atención de salud en modalidad intramural y extramural.

Indicó que el Fondo de Atención en Salud PPL 2015 suscribe la contratación de servicios de la prestación de los servicios de salud de la población privada de la libertad, previamente instruida por la USPEC y no funge en este negocio fiduciario como la EPS ni como IPS.

EPMSC de Pereira: Realizó un recuento sobre las normas que regulan el servicio de salud para la población privada de la libertad, y de las entidades que tienen a su cargo la prestación de los servicios médicos de los internos. 
En la actualidad, la entrada en operación por parte de la Fiduprevisora al interior del establecimiento penitenciario de Pereira ha traído una serie de beneficios, sin embargo frente a los servicios de salud catalogados como de tercer nivel, no se han resuelto algunos asuntos, ya que existen muchos procedimientos médicos represados que le eran atribuidos a Caprecom, los cuales vienen siendo evacuados por la Fiduprevisora. 
El EMPSC de Pereira se encuentra supeditado a que la Fiduprevisora expida de forma oportuna las autorizaciones al servicio requerido, y a la fecha se está adelantando el trámite respectivo para que se expida una nueva autorización para que el servicio sea suministrado a través del Hospital Santa Mónica de Dosquebradas, teniendo en cuenta que el Hospital San Jorge de Pereira se negó a realizar la intervención, con el argumento de no tener agenda disponible para la realización del examen, y aunado a ello, esa IPS informó que a partir del 1º de diciembre de 2016 no atendería más PPL ante los problemas administrativos que tenía con la Fiduprevisora. 
Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios –USPEC: Consideró que lo solicitado por el accionante corresponde al Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015, por ser la entidad encargada de adoptar todas las medidas pertinentes tendientes a velar por la prestación del servicio de salud a la población privada de la libertad, por lo que no se debió vincular a esa unidad.
Existen unas autorizaciones expedidas por el Consorcio Fondo Nacional de Salud PPL 2015, a través de las cuales se acredita que se está dando cumplimiento a los servicios médicos requeridos por el señor Yohan Orlando, tales como la atención de consulta en urgencias en la IPS E.S.E. Salud Pereira, la “Esofagogastroduodenosciopia diagnóstica o pexloratoria sin biopsia” en el Hospital San Jorge. 

Se refirió al Decreto 4150 del 3 de noviembre de 2011, por medio del cual se creó dicha Unidad, y que en su artículo 29 estableció un régimen de transición, por el cual se indicó que el INPEC continuaría ejerciendo las funciones escindidas hasta la entrada en operación de la USPEC, durante los seis meses siguientes a la expedición de dicho Decreto, es decir, hasta mayo de 2012 fecha para la cual la USPEC inició su funcionamiento, y sólo hasta el año 2013 le fueron asignados los recursos presupuestales, momento desde el cual inició las labores tendientes a la contratación de las principales necesidades en los establecimientos a nivel nacional cumpliendo entonces, con las funciones asignadas en el artículo 5º ibídem, las cuales relacionó.

3. Decisión: 

Posteriormente, al efectuar el estudio de la situación fáctica planteada, el Juzgado de conocimiento resolvió mediante sentencia del 16 de diciembre de 2016, tutelar los derechos a la salud, a la vida y dignidad humana del señor Yohan Orlando García Ramírez, y en consecuencia ordenó a la Dirección del Establecimiento Penitenciario de Mediana Seguridad y Carcelario de Pereira, a la Agencia del Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015 y a la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios UPSEC que en el término de 48 horas, dentro de sus competencias, autorizara y practicara al señor García Ramírez el procedimiento denominado “endoscopia de vías digestivas altas”; de igual manera previno a esas entidades para que se abstuvieran de incurrir en omisión frente a los servicios de salud que requiera el peticionario. 
IMPUGNACIÓN

Las entidades accionadas y vinculadas fueron notificadas a través de correo electrónico el día 23 de diciembre de 2016; y el día 27 de diciembre de 2016, la USPEC allegó escrito de impugnación, en términos similares a los expuestos en la contestación de la demanda, y en el que solicitó que se revocara la decisión de primera instancia y se desvinculara a esa entidad, teniendo en cuenta que no era la competente para asumir funciones que estuvieran por fuera de lo estipulado en el decreto de su creación. 
Por su parte, el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015, remitió impugnación el 29 de diciembre de 2016, en la que se limita a establecer que esa entidad procedió a expedir las autorizaciones para la prestación del servicio requerido, y que por tanto se configuraba un hecho superado. 
El A quo concedió la impugnación interpuesto por la USPEC, toda vez que los términos para impugnar vencieron el 28 de diciembre de 2016. 

CONSIDERACIONES DE LA SALA

Esta Sala de decisión se encuentra funcionalmente habilitada para desatar la impugnación interpuesta de conformidad con los artículos 86 de la Constitución Política, 32 del Decreto 2591 de 1991 y 1º del Decreto 1382 de 2000. 

Corresponde a esta Sala determinar si la sentencia de primera instancia se ajustó a las normas legales y constitucionales para tutelar los derechos fundamentales invocados por el accionante.
El amparo previsto en el artículo 86 Superior como mecanismo procesal, específico y directo tiene por objeto la eficaz, concreta e inmediata protección de los derechos constitucionales fundamentales en una determinada situación jurídica cuando éstos sean violados o se presente amenaza de conculcación o cuando se reclamen de manera concreta y específica, no obstante, en su formulación concurran otras hipótesis de reclamo de protección judicial de derechos de diversa naturaleza y categoría, caso en el cual prevalece la solicitud de tutela del derecho constitucional fundamental y así debe proveer el Juez para lograr los fines que establece la Carta Política.
La protección constitucional consiste en una decisión de inmediato cumplimiento para que la persona respecto de quien se demostró que vulneró o amenazó conculcar derechos fundamentales, actúe o se abstenga de hacerlo; denota entonces, la importancia que tiene la orden de protección para la eficacia del amparo, ya que sería inocuo que pese a demostrar el desconocimiento de un derecho fundamental, el Juez no adoptara las medidas necesarias para garantizar materialmente su goce.  
Sobre el derecho a la salud
En nuestro ordenamiento jurídico el derecho a la salud y la seguridad social están consagrados en el artículo 48 constitucional cuando define la seguridad social como “…un servicio público de carácter obligatorio que se prestará bajo la dirección, coordinación y control del Estado con sujeción a los principios de eficiencia, universalidad y solidaridad en los términos que establezca la ley. Se garantiza a todos los habitantes el derecho irrenunciable a la seguridad social (...)”. Bajo ese entendido, todos los habitantes del territorio nacional, incluyendo a la población reclusa, tienen derecho a contar con atención en salud a través de cualquiera de los regímenes vigentes en nuestro país, subsidiado y contributivo, ello como una materialización del derecho a la igualdad consagrado en el artículo 13 de la Constitución. 
Respecto al tema dijo la Corte Constitucional:

“El derecho a la salud de las personas recluidas en Establecimientos Carcelarios y Penitenciarios posee la misma connotación de fundamental y genera la misma obligación Estatal de satisfacción, no sólo porque se trata de un derecho estrechamente vinculado con el derecho a la vida y a la dignidad humana, sino también por la relación especial de sujeción del recluso frente al Estado y la ausencia de justificación para su limitación dentro del marco general del derecho punitivo.”

En esa misma línea, anteriormente la misma Corporación había dicho que le corresponde al sistema penitenciario prestarle a los reclusos la atención medica que requieran de manera oportuna, a fin de no hacer más gravosa su situación; es así como en la sentencia T-535 de 1998 dijo:

“Por la salud del interno debe velar el sistema carcelario, a costa del tesoro público, y la atención correspondiente incluye, también a su cargo, los aspectos médicos, quirúrgicos, hospitalarios y farmacéuticos, entre otros. Los derechos fundamentales del preso resultarían gravemente violados por la negligencia estatal en estas materias, así como por la falta de cuidado y asistencia requeridos para la prevención, conservación y recuperación de su salud. Es claro que, por su misma circunstancia, quien se encuentra privado de la libertad no goza de autonomía -como la persona libre- para acudir al médico cada vez que lo desee o necesite, y que, por lo general, tampoco le es posible escoger a los facultativos que deban examinarlo, tratarlo u operarlo. (…) No basta con que las autoridades del centro penitenciario efectivamente establezcan unas fechas para que éstas se realicen. Es indispensable que tales citas se programen y se cumplan, de conformidad con los criterios de racionalidad y previa la adopción de indispensables precauciones y cuidados con miras a la seguridad. El cuidado de la salud, a cargo del establecimiento, en los campos médico, quirúrgico, asistencial, o el que implique tratamientos o terapias debe ser oportuno, es decir, ha de darse de tal modo que no resulte tardío respecto a la evolución de la enfermedad del paciente; aun en los casos en que la patología admita espera, si el preso sufre dolores intensos la atención médica o farmacéutica debe ser inmediata, por razones humanitarias, de tal manera que la demora en brindarla efectivamente no se convierta en una modalidad de tortura.”
Caso concreto: 

De las pruebas allegadas con el amparo de tutela y de lo expuesto en el escrito, la Sala observa que el señor Yohan Orlando García Ramírez, quien se encuentra recluido en el Establecimiento Penitenciario y Carcelario de Pereira, Risaralda, presenta un diagnóstico de “esofagitis por reflujo”
, ante lo cual su médico tratante en diferentes ocasiones le ha formulado la realización de un procedimiento denominado “endoscopia de vías digestivas altas”, y a pesar que el procedimiento fue autorizado desde el mes de junio de 2016, el mismo no ha sido practicado.
En lo que respecta a la solicitud de la entidad recurrente, y que tiene que ver con que se revoque la sentencia de primera instancia en el entendido de que no tiene competencia para prestar servicios de salud a la población privada de la libertad, cabe resaltar que el artículo 7º de la Ley 1709 de 2014 “Por medio de la cual se reforman algunos artículos de la Ley 65 de 1993, de la Ley 599 de 2000, de la Ley 55 de 1985 y se dictan otras disposiciones”, señala lo siguiente: 

“El Sistema Nacional Penitenciario y Carcelario está integrado por el Ministerio de Justicia y del Derecho; el Instituto Nacional Penitenciario y Carcelario (Inpec) y la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec), como, adscritos al Ministerio de Justicia y del Derecho con personería jurídica, patrimonio independiente y autonomía administrativa; por todos los centros de reclusión que funcionan en el país; por la Escuela Penitenciaria Nacional; por el Ministerio de Salud y Protección Social; por el Instituto Colombiano de Bienestar Familiar (ICBF) y por las demás entidades públicas que ejerzan funciones relacionadas con el sistema.(…)”
La misma ley dispuso que la USPEC y el Ministerio de Salud y Protección Social crearían un nuevo modelo de atención en salud para la población privada de la libertad, el cual sería financiado con recursos del presupuesto general de la nación, de este modo, en su artículo 66 consagra lo pertinente al servicio médico penitenciario y carcelario, así:  

“El Ministerio de Salud y Protección Social y la Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec) deberán diseñar un modelo de atención en salud especial, integral, diferenciado y con perspectiva de género para la población privada de la libertad, incluida la que se encuentra en prisión domiciliaria, financiado con recursos del Presupuesto General de la Nación. Este modelo tendrá como mínimo una atención intramural, extramural y una política de atención primaria en salud.
La Unidad de Servicios Penitenciarios y Carcelarios (Uspec) será la responsable de la adecuación de la infraestructura de las Unidades de Atención Primaria y de Atención Inicial de Urgencias en cada uno de los establecimientos Penitenciarios y Carcelarios en los cuales se prestará la atención intramural, conforme a los que establezca el modelo de atención en salud del que trata el presente artículo.
Parágrafo 1°. Créase el Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, como una cuenta especial de la Nación, con independencia patrimonial, contable y estadística, sin personería jurídica, el cual estará constituido por recursos del Presupuesto General de la Nación. Los recursos del Fondo serán manejados por una entidad fiduciaria estatal o de economía mixta, en la cual el Estado tenga más del 90% del capital. Para tal efecto, la Unidad Administrativa de Servicios Penitenciarios y Carcelarios suscribirá el correspondiente contrato de fiducia mercantil, que contendrá las estipulaciones necesarias para el debido cumplimiento del presente artículo y fijará la comisión que, en desarrollo del mismo, deberá cancelarse a la sociedad fiduciaria, la cual será una suma fija o variable determinada con base en los costos administrativos que se generen.
Parágrafo 2°. El Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, se encargará de contratar la prestación de los servicios de salud de todas las personas privadas de la libertad, de conformidad con el modelo de atención que se diseñe en virtud del presente artículo.

El Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad tendrá los siguientes objetivos:
(…) 2. Garantizar la prestación de los servicios médico-asistenciales, que contratará con entidades de acuerdo con instrucciones que imparta el Consejo Directivo del Fondo.(…)”  (Negrillas por fuera del texto original)
De acuerdo a lo anterior, el Ministerio de Salud y de la Protección social mediante el Decreto de 2519 de 2015 ordenó la supresión y liquidación de CAPRECOM EICE, y en su artículo 5º dispuso que dicha entidad “conservará su capacidad única y exclusivamente para adelantar las acciones que permitan la prestación oportuna y adecuada del servicio de salud sus afiliados", y así mismo consagró que “deberá continuar con la prestación de servicios de salud a la población reclusa del INPEC, con cargo a los recursos del Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad”. 
De igual manera el artículo 5 ibídem, determinó que “como consecuencia del inicio del proceso de liquidación de CAPRECOM en liquidación, se terminarán todos los contratos o convenios interadministrativos suscritos por la Entidad y se procederá a su liquidación, con excepción de aquellos que se requieran para el Cumplimiento de las acciones que permitan la prestación oportuna y adecuada del servicio de salud sus afiliados.” Por lo tanto, dicho Ministerio a través de la Circular No.00000005 del 21 de enero de 2016 aclaró que “la financiación para la atención en salud de la de la población carcelaria cargo del INPEC, está garantizada con los recursos del Fondo Nacional de Salud de las Personas Privadas de la Libertad, cuya administración está en cabeza de la USPEC a través del consorcio FONDO DE ATENCIÓN EN SALUD PPL 2015”.
Se tiene entonces, que la USPEC suscribió el contrato de fiducia mercantil No. 363 de 2015 con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015, cuyo objeto es la administración de los recursos para la atención en salud de la población reclusa a cargo del INPEC. Así mismo, el artículo 2.2.1.11.3.2 del Decreto 2245 del 24 de noviembre de 2015 establece que corresponde a la USPEC elaborar un esquema de auditoría para el control, seguimiento, monitoreo y uso racional de los servicios de salud por parte de los prestadores, así como realizar las actividades necesarias para garantizar la prestación de los servicios de salud a la PPL (población privada de la libertad). En el mismo sentido, la Resolución 5159 del 30 de noviembre de 2015, mediante la cual se adoptó el Modelo de Atención en Salud para la población privada de la libertad, establece que la implementación de ese sistema corresponderá a la USPEC en coordinación con el INPEC.

Significa lo anterior, que la obligación de la USPEC de “asegurar la provisión del servicio de atención integral en salud a la PPL” no se agota con la firma del contrato fiduciario con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015, pues si bien este último es el encargado de contratar a los prestadores de servicios de salud para la PPL, la USPEC no pierde la condición de principal obligada de velar por la prestación integral y oportuna de salud a la población privada de la libertad. Esa es la razón por la que conserva la facultad de supervisar que el agente fiduciario esté cumpliendo sus obligaciones, tal como lo concluyó la Corte Constitucional en la Sentencia T- 127 de 2016, cuando dijo: 

“(…) La Sala destaca dos cosas de lo anterior: (i) no es claro si la consulta médica prestada a los accionantes en la especialidad de odontología el 7 de marzo de 2016 se hizo en vigencia de los contratos celebrados por Caprecom hasta antes de la suscripción del otrosí o si hace parte de la nueva contratación de los servicios de salud a la que están obligados la USPEC y el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015; (ii) no pueden las entidades accionadas, específicamente la USPEC, asegurar que la obligación de la prestación del servicio de salud para las personas privadas de la libertad corresponde exclusivamente al Consorcio. El haber suscrito un contrato de fiducia mercantil, donde se estableció como una de las obligaciones del contratista la de garantizar la continuidad en la prestación de los servicios de salud a la población privada de la libertad, no exonera la responsabilidad principal a cargo de la USPEC de establecer las condiciones para que la entidad fiduciaria contrate la prestación integral y oportuna de los servicios de salud para esa población; es decir, no elimina sus deberes como principal obligada. (…)” (Subrayas propias)

Por lo anterior, le asistió razón al A quo al dirigir la orden, entre otros, a la USPEC,  por cuanto esta Unidad está encargada de realizar las acciones necesarias para que el señor Yohan Orlando García Ramírez reciba el servicio de salud que requiere, lo que encuentra su fundamento en la facultad y obligación de supervisar el cumplimiento del encargo fiduciario celebrado con el Consorcio Fondo de Atención en Salud PPL 2015. 

Aunado a lo anterior, se debe recordar que a partir del 31 de marzo de 2016, Caprecom perdió la facultad de celebrar nuevos contratos para la prestación integral de servicios de salud, y desde ese instante dicha actividad la asumieron el consorcio accionado y la USPEC, tal como lo concluyó la Corte Suprema de Justicia Sala de Decisión Penal, Sala de Decisión de Tutelas No.2 en providencia de segunda instancia del 11 de agosto de 2016, M.P. Dr. Luis Antonio Hernández Barbosa, radicado No.85671 cuando revisó la decisión tomada por este Tribunal dentro de la acción de tutela instaurada por el señor Jhon Jairo Montes Pérez, recluido en la cárcel de Picaleña, quien requería de tratamiento integral para las patologías descritas en la demanda de amparo.

Finalmente resulta necesario señalar que el retardo injustificado por parte de las entidades accionadas para suministrar el tratamiento requerido por el señor Yohan Orlando García Ramírez fue lo que motivó la interposición de la presente acción de tutela, y al respecto la Corte Constitucional ha indicado que las entidades no se encuentran facultadas para someter a la persona a un término indefinido en su atención, toda vez, que este hecho vulnera la vida digna de los usuarios al someterlos a una incertidumbre en cuanto a la mejoría de su padecimiento y a la posible complicación de los síntomas de su enfermedad. Ello en consideración a que “… la dilación injustificada podría agravar el padecimiento y, eventualmente, llevar la enfermedad a límites inmanejables donde la recuperación podría resultar más gravosa o incierta, comprometiendo la integridad personal e, incluso, la vida del afectado. En consecuencia, es obligación de la entidad prestadora del servicio, adelantar las gestiones en el menor tiempo posible para que el usuario no padezca el rigor de su mal, más allá de lo estrictamente imprescindible…”. 

El hecho de que las entidades encargadas tanto de la autorización del servicio como de garantizar su prestación efectiva no le den al usuario información precisa referente a la fecha en la que se prestará efectivamente determinado servicio, deja al interesado en una incertidumbre que no está obligado a soportar. 

Por lo anterior, esta Sala confirmará en su totalidad el fallo proferido por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado.
Por lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala de Decisión Penal, administrando justicia en nombre de la República y por la autoridad conferida en la ley,

RESUELVE

PRIMERO: CONFIRMAR el fallo de tutela proferido el 16 de diciembre de 2016 por el Juzgado Primero Penal del Circuito Especializado de Pereira, por medio del cual se brindó protección a los derechos invocados por la señora LINA MARCELA VÉLEZ FLÓREZ como agente oficiosa del señor Yohan Orlando García Ramírez, conforme lo manifestado en la parte motiva de la presente providencia.

SEGUNDO: NOTIFICAR a las partes por el medio más expedito posible y remitir la actuación a la Honorable Corte Constitucional, para su eventual revisión.

CÓPIESE, NOTIFÍQUESE Y CÚMPLASE.

MANUEL YARZAGARAY BANDERA

Magistrado

JORGE ARTURO CASTAÑO DUQUE

Magistrado

JAIRO ERNESTO ESCOBAR SANZ

Magistrado

WILSON FREDY LÓPEZ
Secretario
� Corte Constitucional, sentencia T-185 de 2009.


� Ver folio 57
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